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Presentan a las Alianzas Público-Privadas
EL CAPITOLIO – El presidente del Senado Thomas Rivera Schatz, junto a miembros de la delegación de la mayoría del PNP, presentó hoy en conferencia de prensa el Proyecto del Senado 469 que regula los proyectos de alianzas público-privadas (APP), y en el que se ha salvaguardado el interés público y se ha garantizado la transparencia de los procesos.

Una APP es “un contrato entre una entidad gubernamental y una entidad privada mediante el cual esta acepta construir u operar una instalación o servicio público y en el que ambas partes dividen los riesgos”. Este instrumento ha sido utilizado por un sinnúmero de países (México, Chile, España, Irlanda, Reino Unido, Australia, los Países Bajos, etc.) y jurisdicciones en Estados Unidos, como la ciudad de Chicago, cuyo aeropuerto Midway es operado por una APP. En Puerto Rico las APP han sido exitosas, como el Puente Teodoro Moscoso, la operación de varias cárceles, el superacueducto, el estacionamiento Doña Fela, el Tren Urbano.

Las APP son necesarias ante la grave crisis fiscal en que se enmarca el Estado. “Por ende, es necesario identificar medidas innovadoras y vehículos no tradicionales que viabilicen y promuevan el desarrollo económico, provean al pueblo los servicios públicos requeridos y permitan que el Gobierno estabilice sus finanzas”, lee en parte la Exposición de Motivos del Proyecto.

El P. del S. 469 busca establecer una nueva política pública y proveer el marco legal que promueva el uso de las APP “como estrategia de desarrollo, manteniendo los controles necesarios para proteger el interés público en armonía con el motivo de ganancia de la operación privada”. De hecho, el Senado incluyó una serie de enmiendas que protegen este interés público. “El establecimiento de las APP requiere de un marco jurídico y administrativo que incluya procesos que fomenten la pureza y transparencia en el desarrollo de los proyectos. Ese proceso debe desalentar la secretividad por parte del Estado en la negociación y acuerdos para la firma de contratos, sin que se deje de proteger la confidencialidad de los llamados “secretos de negocios” de la empresa privada.

“El mecanismo de las APP, con los controles adecuados, es una alternativa prometedora para mejorar los servicios del Gobierno, facilitar el desarrollo, construcción, operación y mantenimiento de la infraestructura y liberar recursos financieros del Estado ante la crisis fiscal actual”, indica la Exposición de Motivos.

Los proyectos prioritarios son los de desarrollo, construcción, operación y mantenimiento de rellenos sanitarios; embalses y represas; plantas para la producción de energía que utilicen fuentes alternas al petróleo; sistemas de transportación. Son también prioritarios las instalaciones de salud, seguridad, educación, corrección y rehabilitación; así como los proyectos de vivienda de interés social; instalaciones deportivas, recreativas y de esparcimiento cultural; redes de comunicación; y otro tipo de actividad o instalación identificada como proyecto prioritario mediante legislación.

La Legislación crea la Autoridad para las APP como una corporación pública adscrita al Banco Gubernamental de Fomento. Esta contendrá una Junta de la Autoridad compuesta por cinco integrantes: el Presidente del Banco, el Secretario de Hacienda, el Secretario del Trabajo y dos personas en representación del interés público. Uno de los representantes del interés público saldrá de una terna del Presidente del Senado y el otro de la Cámara de Representantes, aunque ambos serán nombrados por el Gobernador. Para la toma de decisiones se requerirá de cuatro votos, y necesariamente el de los dos del interés público.

La Autoridad de las APP creará un Comité de Alianzas para cada alianza que se haya determinado que es apropiado constituir. Este Comité será responsable de los procesos de cualificación, evaluación y selección de entidades para concretar una APP, de establecer las bases para el Contrato de Alianza y de documentar el proceso seguido. Cada cinco años la Autoridad de las APP llevará a cabo una auditoria de ese contrato.

También se establece una Comisión Conjunta para las Alianzas Público-Privadas de la Asamblea Legislativa, que estará integrada por 4 senadores y cuatro representantes, de entre los cuales uno por cada Cuerpo pertenecerá a la minoría parlamentaria. La presidencia de la Comisión se alternará entre cada cuerpo.

Para asegurar el interés público, esta Comisión podrá examinar, investigar, evaluar y estudiar todo lo concerniente a las APP, así como recomendar propuestas de APP que no estén contempladas en los proyectos prioritarios. También la Comisión podrá revisar la necesidad y conveniencia de la ley cada tres años en aras de proteger el interés público.

Estos contratos establecidos podrán ser objeto de revisión judicial, y el P. del S. 469 establece los términos jurídicos al respecto.
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